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SALA DE DECISIÓN LABORAL
MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, Octubre diecinueve de dos mil nueve.

Acta 0122 de Octubre 19 de 2009.

[image: image1.png]
Procede la Judicatura a resolver mediante este pronunciamiento, la acción de tutela incoada por la señora LINA MARÍA ZULETA SALAZAR, en contra de la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, por una presunta violación a los derechos al trabajo y a la igualdad.

IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES

Accionante
Se trata de la señora LINA MARÍA ZULETA SALAZAR, quien actúa en su propio nombre, mayor de edad, vecina de esta ciudad, identificada con la c.c. No. 42.133.461 expedida en Pereira. 

Accionado
Se trata de la Comisión Nacional del Servicio Civil, entidad del orden nacional, cuya sede es en la ciudad de Bogotá D.C. y que en el presente asunto se encuentra representada por la doctora María del Pilar Acosta Barrios, en su condición de Asesora Jurídica.
HECHOS JURÍDICAMENTE RELEVANTES Y ACTUACIÓN PROCESAL.

La actora se inscribió para participar en la convocatoria para selección de docentes, presentando una prueba el 14 de enero de 2007, obteniendo como puntajes 68,23 puntos en la prueba de competencias básicas y actitudes y 61,51 puntos en la prueba psicotécnica, puntajes ambos que le alcanzaban para clasificar a la entrevista, sin embargo al aparecer la lista no fue convocada.

Afirma que a pesar de buscar respuestas en varias entidades, no las obtuvo, por lo que “no seguí insistiendo más” –sic-.

Informa que ingresó a la página web del ICFES, con el fin de consultar los resultados de un concurso del 5 de junio último, observando las notas obtenidas en el concurso de la Comisión Nacional del Servicio Civil.

Por tal motivo, arguye que elevó un derecho de petición, el 3 de agosto pasado, a la Comisión Nacional del Servicio Civil, solicitando información, pero no ha obtenido respuesta, por lo que envió otro documento solicitando que, en virtud del silencio administrativo positivo.

Con estos argumentos pide que se tutelen sus derechos a la igualdad y al trabajo y se le nombre como docente de preescolar en Pereira y “cerca de su casa” –sic-.

Luego de avocado el conocimiento, se dio traslado al ente accionado, el que allegó escrito por medio de su asesora jurídica –fls. 17 y ss y 28 y ss-, en el cual pide que se niegue el pedido de tutela, por cuanto se desconoce el principio de inmediatez, ya que los hechos que supuestamente afectan los derechos fundamentales de la actora tuvieron ocurrencia hace más de 1 año y medio.

Igualmente refiere que esa entidad no ha violado ningún derecho fundamental de la actora, toda vez que la convocatoria para proveer cargos de docentes y directivos docentes tenía una serie de etapas, una de las cuales era el envío de documentos para acreditación de los requisitos mínimos y consulta de antecedentes, etapa que tuvo publicidad en la página web de la comisión y en otras tantas, así como en varios periódicos del país, pero a pesar de ello, la accionante no allegó tal documentación, lo que inmediatamente la excluía de la siguiente etapa del proceso de selección.    
Finalmente indica que al derecho de petición del 3 de agosto del año que corre, se le dio respuesta mediante oficio del 6 de octubre del año que corre, superándose la violación de este derecho fundamental.
Como no se observan situaciones que hagan irrita la actuación hasta ahora adelantada, se procederá a resolver de fondo el asunto debatido, para lo cual la Colegiatura se apoyará en las siguientes, 

CONSIDERACIONES

Competencia. 

En virtud de lo normado en el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, esta Sala es competente para proferir la decisión que en derecho corresponda dentro de la presente acción de tutela.
Problema jurídico.
Son dos puntos especiales los que deberá abordar la Sala antes de entrar a resolver el caso concreto: (i) el primero tiene que ver con el principio de inmediatez como fundamento de la acción de tutela y (ii) violación de derechos fundamentales dentro de los concursos de méritos para la provisión de cargos públicos.
Principio de inmediatez.

La acción de tutela cuenta entre sus múltiples características con la de inmediatez, que consiste en que las decisiones adoptadas al interior de ese trámite constitucional, deben procurar la protección inmediata, pronta y eficaz de los derechos fundamentales que sean amenazados. Este carácter se eleva a la categoría de principio e impone que la petición de amparo constitucional, se acompase con el carácter inmediatista de la protección, esto es que entre el hecho atentatorio de la garantía fundamental amenazada y la solicitud de protección al Juez no pase un tiempo desmedido.
Dicho de otra forma, si bien la acción de tutela no tiene un término de caducidad que impida su formulación en cualquier tiempo, es necesario que la acción se incoe dentro de un término razonable, como presupuesto indispensable para amparar el derecho.
Sobre el tema, se ha pronunciado suficientemente la Corte Constitucional, por lo que resulta pertinente traer a colación una cita jurisprudencial al respecto:

“A este respecto, ha sostenido reiteradamente la Corte que si bien la acción de tutela puede ejercerse en cualquier tiempo, ello no significa que el amparo proceda con completa independencia de la fecha de presentación de la solicitud de protección. Por ello, concretamente ha dicho la Corte, que la tutela resulta improcedente cuando la demanda se interpone después de transcurrido un lapso considerable desde la fecha en que sucedieron los hechos o viene presentándose la omisión que afecta los derechos fundamentales del peticionario, y en tal medida justifican su solicitud. 

Esta regla es producto de un elemental razonamiento: en vista de la gravedad que reviste la violación de los derechos constitucionales fundamentales, la acción de tutela ha sido creada para hacer posible la protección inmediata de tales derechos, todo lo cual necesariamente hace presumir la urgencia que apremiará al accionante. Si, en cambio, éste se toma un tiempo considerable para solicitar el amparo, ello es claro indicio de la comparativa menor gravedad de los hechos que justifican su solicitud, de tal modo que no resulta imperativo brindar en estos casos la espacialísima e inmediata protección que caracteriza a la acción de tutela”
(negrillas y sublineado para destacar).
Esta atado pues, el concepto de la inmediatez con la urgencia que debe caracterizar la protección de las garantías fundamentales, por lo que si no se cumple con aquella al momento de la solicitud, ésta quedará desvirtuada y se desnaturalizará la protección de tutela, siendo por tanto improcedente.
Concurso de méritos para acceder a cargo públicos.
El artículo 125 de la Constitución Política inicia indicando que “Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera”. Fue diáfana la intención del constituyente de darle prioridad al mérito de las personas para el acceso a cargos públicos, por lo que implantó un modelo de concursos públicos, dentro de los que los interesados podían participar para acceder a una designación, previa la superación de una serie de etapas.

Para administrar aquellas carreras que no tienen el carácter de especiales, la misma Carta (art. 130 C.P.) dispuso la existencia de la Comisión Nacional del Servicio Civil, que sería la encargada de administrar y vigilar los trámites propios de la carrera administrativa.

En desarrollo de esta disposición constitucional, mediante la Ley 90 de 2004, se creó tal comisión y, además, se fijaron los principios que regirían la función pública y los concursos de méritos, estableciendo en el ordinal 2º del artículo 2º que: “2. El criterio de mérito, de las calidades personales y de la capacidad profesional, son los elementos sustantivos de los procesos de selección del personal que integra la función pública. Tales criterios se podrán ajustar a los empleos públicos de libre nombramiento y remoción, de acuerdo con lo previsto en la presente ley”.

Cumpliendo con lo mandado en dicha obra legal, la Comisión Nacional del Servicio Civil a partir del año 2005 ha realizado varias convocatorias para proveer cargos públicos en distintas entidades y órganos públicos, como por ejemplo la convocatoria 001 de 2005, para la provisión de empleos en la rama ejecutiva en los distintos niveles, convocatorias del INPEC, de la DIAN y de docentes y directivos docentes, entre otras.
Dichas convocatorias tienen una estructura u organización para la participación de los aspirantes, esto es, se conforman por una serie de etapas, que generalmente consisten en la inscripción, presentación de la prueba, presentación de documentos que certifiquen el cumplimiento de los requisitos exigidos, entrevistas y elaboración de las listas de elegibles. Según la Corte Constitucional, los concursos de méritos deben regirse, como mínimo, por las siguientes reglas:

“Una verdadera carrera - administrativa o judicial - y un auténtico concurso de méritos, deben articularse en torno a los valores, principios y derechos que inspiran el estatuto constitucional de la función pública. En este sentido, puede afirmarse que todo concurso debe someterse, cuando menos, a las siguientes directrices: (1) la convocación debe ser pública y ampliamente difundida; (2) las reglas del concurso - denominación de los cargos a proveer, requisitos para participar, pruebas o evaluaciones, términos y lugares de realización y entrega de requisitos, documentos exigidos, criterios de ponderación, puntajes etc.- deben ser claras y expresas y la administración deberá someterse a ellas estrictamente; (3) las condiciones generales exigidas para participar deben ser proporcionadas - necesarias, útiles y estrictamente proporcionales - a la finalidad perseguida por el concurso; (4) las pruebas a las que han de someterse los competidores deben ser, además de razonables y proporcionadas, congruentes con la misma finalidad; (5) los factores de evaluación deben responder fundamentalmente de manera prioritaria a criterios técnicos, objetivos y públicos, que puedan ser controlados y que desplacen la posibilidad de imponer discriminaciones o privilegios para que todos los aspirantes puedan, realmente, competir en igualdad de condiciones; (6) debe existir una estricta relación de proporcionalidad en la ponderación de los distintos factores a evaluar, de manera tal que prevalezcan los criterios objetivos, a fin de que no ocurra, por ejemplo, que tenga un mayor valor ponderado la prueba que evalúe la condición objetivamente menos necesaria para el ejercicio del cargo”
 (negrillas para destacar). 

Se destaca en la cita jurisprudencial, la importancia de mantener las condiciones de igualdad de los participantes, es decir, que todos cuenten con la posibilidad de acceder al cargo público sin más cortapisas que la superación de las etapas del concurso, evitando que al interior del mismo se presenten situaciones preferenciales para algunos y desventajosas para otros. Por ello, resulta tan importante el criterio de objetividad que debe regir la función de la Comisión Nacional del Servicio Civil y de cualquier otra entidad encargada de administrar carreras administrativas, pues ese carácter es el que garantiza que lo que prime en la provisión de cargos de carrera sea el mérito, como bien lo ha querido el texto superior.

Obviamente, cualquier situación que se salga de esos parámetros de objetividad, afecta los derechos fundamentales a la igualdad y el trabajo, pues desconocería el mérito como presupuesto esencial para acceder a un empleo público. El remedio para tal tipo de situaciones, se encuentra principalmente en los recursos ordinarios que ofrece el Código Contencioso Administrativo y las acciones que allí mismo se contempla, pero bajo ciertas circunstancias especiales en las cuales se observe que la afectación de tales garantías es mayúscula y que su no remedio oportuno puede dar al traste con la posibilidad de acceder al cargo público pretendido o que el concursante carece de otro mecanismo para obtener la protección de sus garantías fundamentales, será viable acudir a la acción de tutela. 
La jurisprudencia constitucional se ha referido al tema, siendo pertinente para una mejor comprensión de la decisión citar uno de dichos pronunciamientos en la parte pertinente:
“En principio, la acción de tutela no procede para controvertir actos administrativos que reglamenten o ejecuten un proceso de concurso de méritos. Sin embargo, posteriormente la jurisprudencia constitucional encontró que existen, al menos, dos excepciones a la regla antes planteada. En primer lugar, se trata de aquellos casos en los que la persona afectada no tiene un mecanismo distinto de la acción de tutela, para defender eficazmente sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional. En segundo lugar, procede la tutela cuando, por las circunstancias excepcionales del caso concreto, es posible afirmar que, de no producirse la orden de amparo, podrían resultar irremediablemente afectados los derechos fundamentales de la persona que interpone la acción”
.
Ahora, analizando el tema de los concursos de méritos, desde la óptica del participante, debe decirse que también deben cumplir con unas cargas mínimas dentro del trámite de la convocatoria, como lo es inscribirse dentro de los límites temporales señalados, presentar las pruebas, allegar la documentación requerida para el cumplimiento de los requisitos, estar atentos a las publicaciones que se hagan sobre el tema en los diferentes medios, etc.
En caso de que no se cumpla con esa carga, la consecuencia lógica es que no exista violación a ningún derecho fundamental por parte del ente administrador de la carrera, sino que la imposibilidad de acceder al cargo de carrera, se deberá a la misma negligencia e inactividad de la parte interesada. 
En síntesis, puede decirse que los concursos de méritos son la única vía para acceder –en propiedad- a los cargos de carrera administrativa, por tanto, las entidades encargadas de desarrollar las convocatorias, deben brindar a los participantes condiciones de objetividad que garanticen la igualdad de oportunidades en el acceso. Cualquier situación que afecte esa objetividad constituye una merma en las garantías constitucionales  fundamentales y, bajo ciertos parámetros, es posible que se remedien a través de la acción de tutela. Finalmente, es indispensable para el adecuado desarrollo del concurso, que el participante esté atento a cumplir con las cargas propias de cada etapa.

Pasa este Juez Colegiado a analizar el sub-lite.

Caso concreto.

La accionante Zuleta Salazar depreca que se amparen sus derechos a la igualdad y al trabajo, presuntamente vulnerados por la Comisión Nacional del Servicio Civil, al haberla excluido de las demás etapas del concurso de méritos para acceder a los cargos de docentes y directivos docentes.

Pues bien, salta de bulto que existen dos razones potísimas para denegar el pedido de amparo.

La primera, tiene que ver con el principio de inmediatez. En efecto, tal como lo alega la entidad que soporta esta acción constitucional, los hechos que, presuntamente afectaron las garantías fundamentales de la actora, tuvieron ocurrencia entre los años 2007 y 2008, es decir que a la fecha ya han transcurrido dos años, lo que desdice de la urgencia en la afectación de sus garantías fundamentales. Tal situación además se demuestra, con la afirmación de la misma accionante en el escrito de tutela, en el sentido de que, al ver que no obtuvo respuesta favorable en ninguna entidad “no seguí insistiendo más” (fl. 1 hecho 4). No hay duda que esta manifestación denota la falta de urgencia, es más, la total despreocupación de parte de la accionante, para lograr la efectiva protección de sus derechos. Por ello, es que se desdibuja totalmente el carácter urgente que debe asistir en materia de tutela y se hace improcedente esta acción.  

No obstante y así se diera por superado el asunto de la inmediatez, existe otra circunstancia que impide la prosperidad de la tutela, como lo es la ausencia de violación de los derechos fundamentales. En efecto, según el texto de la convocatoria 040 de 2006
, que corresponde al Departamento de Risaralda, la publicación de los resultados de la prueba del 14 de enero de 2007 se hizo el 7 de febrero del mismo año y después de las reclamaciones del caso, el paso siguiente era la entrega de documentos y verificación de requisitos, para lo cual se dispuso en la convocatoria, textualmente: “La Comisión Nacional del Servicio Civil, directamente o mediante delegación suscribirá contrato con universidades o instituciones de educación superior acreditadas para realizar procesos de selección, con el propósito de solicitar y recibir los documentos, verificar el cumplimiento de requisitos y valorar los antecedentes de los aspirantes. La presentación de documentos se solicitará a través de la página de Internet www.cnsc.gov.co con una antelación no inferior a cinco (5) dias calendario anteriores a la inciación –sic- del período de recepción”. 
Dicha publicación, no solamente se hizo en la página web de la entidad, sino que además se publicó en el diario El Tiempo y en el Heraldo, según la certificación allegada con la contestación –fls. 31 y 34-. No obstante haberse publicitado abiertamente el requerimiento para el envío de los documentos a los aspirantes a los cargos de docentes, la accionante no cumplió con esa carga, es decir, no remitió la documentación requerida para estudiar si cumplía los requisitos para el cargo al cual aspiraba, lo que sin duda la excluía de las demás etapas del concurso.

Lo anterior permite afirmar, sin lugar a equívocos, que la no convocatoria de la postulante a las posteriores etapas del concurso, se debió exclusivamente a su propio descuido y a su negligencia, lo que hace que se deba negar el amparo constitucional.
Vale acotar que el derecho de petición, que sí estaba siendo vulnerado por la Comisión Nacional del Servicio Civil, al no haber brindado respuesta alguna a la solicitud que la señora Zuleta Salazar elevara el 3 de agosto de este año, ya fue subsanada, pues reposa a folio 36 de la actuación copia del oficio que responde lo solicitado, fechado el 6 de octubre, con lo que, se itera, se supera el hecho de la violación.

Por lo expresado, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución,

FALLA:

PRIMERO: NEGAR el amparo de tutela deprecado por la señora LÍNA MARÍA ZULETA SALAZAR.

SEGUNDO: Notifíquese a las partes esta decisión, por el medio más idóneo.

TERCERO: Infórmese a las partes, que esta decisión puede ser impugnada dentro de los 3 días siguientes a su notificación. 

CUARTO: En el evento de que este fallo no sea impugnado se remitirá el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON

HERNÁN MEJÍA URIBE
LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
TEMA: I.- La acción de tutela no está sometida a un término de caducidad, lo que dice que puede acudirse a ella en cualquier tiempo; sin embargo, si el lapso que pasa entre la presunta violación y la solicitud de amparo es considerable y no existe una justificación para ello, se desvirtuará el carácter urgente de la protección invocada y, en consecuencia, será improcedente el amparo solicitado.


II.- Los concursos de méritos son la única vía para acceder en propiedad a los cargos de carrera administrativa; por tanto, las entidades encargadas de desarrollar las convocatorias, deben brindar a los participantes condiciones de objetividad que garanticen la igualdad de oportunidades, por lo que cualquier situación que afecte esa objetividad constituye una merma en las garantías constitucionales fundamentales y, bajo ciertos parámetros, es posible que se remedien a través de la acción de tutela. Finalmente, es indispensable para el adecuado desarrollo del concurso, que el participante esté atento a cumplir con las cargas propias de cada etapa.











� Sentencia T-001 de 2007. M.P. Dr.. NILSON PINILLA PINILLA.


� Sentencia T-315 de 1998 M.P. Dr. EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ. 


� Sentencia T-599-02. M.P. Dr. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA.


� Página WEB � HYPERLINK "http://www.cnsc.gov.co" ��www.cnsc.gov.co�, a través del link concurso de docentes y directivos docentes. 
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